Proyecto de Ley No (            ) 
“POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECE UN RÉGIMEN ESPECIAL PARA LAS FRONTERAS NACIONALES DE COLOMBIA, EN APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 337 DE LA CONSTITUCIÓN POLITICA”

El Congreso de Colombia

DECRETA

Artículo 1. En aplicación del artículo 337 de la Constitución Política de Colombia, el Congreso de la República establece el siguiente régimen especial dirigido a promover el desarrollo regional fronterizo y a fortalecer procesos de integración binacional fronteriza.

Artículo 2. El objeto de la presente Ley es fortalecer la presencia del Estado en las comunidades asentadas en las regiones limítrofes de Colombia, mediante el establecimiento de estrategias especiales que permitan generar procesos de desarrollo y el fortalecimiento de entes territoriales fronterizos, con especial énfasis en los municipios limítrofes, así como favorecer esquemas de integración binacional fronteriza.

Artículo 3. En aplicación del artículo 337 de la Constitución Política, el Congreso de la República, a través de la presente Ley, dispone  el marco general para el establecimiento de un régimen especial, dirigido a promover el desarrollo económico y social de las comunidades que habitan en las fronteras nacionales y el fortalecimiento de los procesos de integración binacional fronteriza.          

Para la adecuada implementación de la presente norma, el Gobierno Nacional, bajo la coordinación del Departamento Nacional de Planeación, deberá expedir durante los doce meses siguientes a la entrada en vigencia de la presente Ley, una Política Nacional de Integración y Desarrollo Fronterizo. El Gobierno Nacional queda habilitado y con las facultades necesarias para establecer las estrategias especiales que considere, para cumplir el objeto señalado en los artículos 1º y 2º de la presente Ley.               

CAPÍTULO I – ÁMBITO DE APLICACIÓN
Artículo 4.
La presente Ley otorga especial énfasis a la intervención económica y social por parte de las entidades del Gobierno Nacional, dirigida prioritariamente a fortalecer el proceso de desarrollo de los entes territoriales limítrofes, es decir a aquellos que formando parte de un departamento de frontera tienen límite geográfico directo con un país vecino.

Subsidiariamente, se mantienen los entes territoriales definidos antes de la expedición de la presente norma, según reglamentación de la Ley 191 de 1995, en las categorías de Zona de Frontera y Unidad Especial de Desarrollo Fronterizo. 

Parágrafo: En las áreas de los Departamentos fronterizos ubicados en la Orinoquia y Amazonia, definidas territorialmente con figuras diferentes a la de municipios, el presente régimen se aplicará a los centros poblados limítrofes que administrativamente dependan de las respectivas gobernaciones.

Artículo 5. Las Zonas de Integración Fronteriza son aquellas áreas de los Departamentos Fronterizos cuyas características geográficas, ambientales, culturales y/o socioeconómicas, aconsejen la planeación y la acción conjunta de las autoridades fronterizas, en las que de común acuerdo con el país vecino, se adelantarán las acciones que convengan para promover su desarrollo y fortalecer el intercambio bilateral e internacional. 

Artículo 6. El Gobierno Nacional certificará que entes territoriales son limítrofes con un país vecino. Las Zonas de Integración Fronteriza se definirán por convenio con los países vecinos.
CAPÍTULO II – DISPOSICIONES GENERALES
Artículo 6. Las entidades del orden nacional incluirán en su respectivo informe anual al Congreso de la República, un capítulo específico en el que se reportarán sus ejecutorias en los Departamentos de Frontera, con especial énfasis en los Municipios Limítrofes, indicando las nuevas regulaciones especiales que se hubieren establecido y que estén dirigidas a fomentar el desarrollo fronterizo, montos invertidos durante la respectiva vigencia, áreas geográficas beneficiadas y los indicadores de impacto que permitan establecer la población beneficiada, con el fin de llevar un adecuado seguimiento a la ejecución y logros de la presente Ley.

Artículo 7. Las entidades del orden nacional, que forman parte de la Comisión Intersectorial de Integración y Desarrollo Fronterizo, dispondrán la implementación de estrategias específicas de desarrollo dirigidas a las comunidades asentadas en las Unidades Especiales de Desarrollo Fronterizo, priorizando los Municipios Limítrofes, para lo cual  deberán encargar a una dependencia que de manera particular atienda, haga seguimiento y proponga planes, programas y proyectos sectoriales relacionados con las comunidades asentadas en estos municipios y que coordine, en lo de su competencia, la ejecución de la Política Nacional de Integración y Desarrollo Fronterizo, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 3 de la presente Ley.

Artículo 8. Por medio de la presente norma se institucionaliza el Plan Fronteras,  para cuyo fortalecimiento, las entidades de orden nacional y los Departamentos de Frontera y Municipios Limítrofes, objeto de su atención, dispondrán la asignación de los recursos necesarios en sus correspondientes planes anuales de inversión sectorial, que permitan la mejor atención a las necesidades de las comunidades visitadas en el marco de esta estrategia.   

El Ministerio de Relaciones Exteriores coordinará, con la ayuda solidaria de todas las entidades del orden nacional y territorial, la implementación del Plan Fronteras.

Artículo 9. El Departamento Nacional de Planeación, con el apoyo del Ministerio de Relaciones Exteriores, el Departamento Administrativo Nacional de Estadística, y el Instituto Geográfico Agustín Codazzi,  implementará un sistema de información para la caracterización de las regiones de frontera que permita la elaboración de políticas, planes, programas y proyectos dirigidos a las  fronteras.

CAPÍTULO III – RÉGIMEN DE DESARROLLO ECONÓMICO, FINANCIERO Y COMERCIAL 

Artículo 10. El Ministerio de Agricultura reglamentará dentro de los tres meses siguientes a la expedición de la presente Ley, el establecimiento de condiciones especiales para el acceso y un monto de recursos específico, dirigido a apoyar proyectos en Municipios Limítrofes, en los programas de Subsidios de Vivienda de Interés Social Rural, Incentivo para la Capitalización Rural y Certificado de Incentivo Forestal, fijando un techo mayor al normalmente establecido para estos subsidios e incentivos.
Artículo 11. Las entidades financieras o de fomento, de naturaleza pública, del orden nacional o departamental, y el Fondo Nacional de Garantías, establecerán programas especiales de apoyo a la pequeña y mediana empresa y a las microempresas establecidas o que deseen establecerse en municipios limítrofes, y cuando se promuevan encadenamientos productivos a través del establecimiento de empresas binacionales, mediante los cuales apoyarán los requerimientos de capital de trabajo, financiación de bienes de capital y establecimiento de políticas de crédito adecuadas a este tipo de empresas, condicionados a que la operación de las mismas no lesione el medio ambiente, especialmente cuando se trate de empresas en frontera, ubicadas en la Amazonia y Orinoquía.

Artículo 12. En aplicación del artículo 337 de la Constitución Política y a efectos de garantizar el adecuado abastecimiento de bienes de consumo, el Gobierno Nacional, a través del Departamento Nacional de Planeación y la DIAN, establecerá para los Municipios Limítrofes regímenes excepcionales en materia tributaria y arancelaria. Para ello, realizarán los análisis necesarios para adecuar medidas que vayan en consonancia con las características propias de cada departamento de frontera. 
Artículo 13. Estarán exentas del impuesto de renta y complementarios las nuevas empresas que se instalen efectivamente en los Municipios Limítrofes, cuyo índice de Necesidades Básicas Insatisfechas sea superior al 40%.
Parágrafo 1°: El Departamento Nacional de Planeación y el Ministerio de Relaciones Exteriores, determinarán los municipios limítrofes para los que será efectiva esta disposición. El Departamento Administrativo Nacional de Estadística certificará el porcentaje de NBI para cada caso.  
Parágrafo 2°: No se incluyen en este beneficio las empresas relacionadas con la exploración o explotación de combustibles fósiles.
Parágrafo 3°: No estará incluida la reubicación empresarial.
Parágrafo 4°: Adicionase el parágrafo 1° del artículo 23 de la ley 191 de 1995 de la siguiente manera: 
Para los efectos establecidos en esta Ley, se entiende por instalación de nueva empresa aquella que se constituya dentro de los dos (2) años posteriores a la promulgación de la presente Ley, para lo cual el empresario deberá manifestar ante la Administración de Impuestos respectiva la intención de establecerse en el municipio limítrofe respectivo, indicando el capital, el lugar de ubicación y demás requisitos que, mediante reglamento, establezca la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales. No se entenderán como empresas nuevas aquellas que ya se encuentren constituidas y sean objeto de reforma estatutaria para cambio de nombre, propietarios o fusión con otras empresas.

Para los efectos establecidos en la presente Ley, se entiende por ampliaciones significativas en empresas establecidas, aquellas que se inicien dentro de los dos (2) años posteriores a la promulgación de la presente Ley y que constituyan un proyecto de ampliación que signifique un aumento en su capacidad productiva de por lo menos un cincuenta (50%) de lo que actualmente produce, el cual deberá ser aprobado, para el efecto de gozar de las exenciones contempladas en esta Ley, por la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, previo el cumplimiento de los requisitos que por reglamento ella establezca.
Artículo 14. El Ministerio de Comercio Exterior diseñará una estrategia de promisión e implementación de zonas francas fronterizas, que partan de las vocaciones productivas de los departamentos de frontera.

Artículo 15. Los regímenes aduaneros especiales creados mediante ley para favorecer algunas zonas de frontera tendrán carácter de estratégicos y prioritarios para el desarrollo regional y frente a ellos el legislador y el ejecutivo velarán por su fortalecimiento.

Artículo 16. Se establece en el Banco de Proyectos de Inversión Nacional (BPIN) a cargo del Departamento Nacional de Planeación dos nuevas categorías de proyectos: proyecto de desarrollo fronterizo y proyecto de integración binacional. Las entidades nacionales, en la programación anual de sus recursos de inversión deberán inscribir en dicho banco, para la siguiente vigencia, al menos un proyecto de cada categoría de las señaladas en el presente artículo. 

Parágrafo: En atención a su autonomía en la materia, el Gobierno Nacional dará la mayor prioridad en la asignación de recursos a estos proyectos en la elaboración del Presupuesto General de la Nación.

Artículo 17. El recaudo generado por la expedición de la Estampilla Pro Desarrollo Fronterizo, establecida en el artículo 49 de la Ley 191 de 1.995 deberá destinarse a financiar proyectos de iniciativa de los gobiernos departamentales en apoyo a prioridades que se identifiquen en el marco del Plan Fronteras, señalado en el artículo 16 de la presente Ley.

CAPÍTULO IV – RÉGIMEN SOCIAL

Artículo 18. El Instituto Nacional de Vías - INVIAS, o quien haga sus veces, garantizará dentro de su presupuesto anual, recursos para la realización de estudios de factibilidad y para la ejecución de obras de infraestructura vial, en las que primarán criterios de ejercicio de soberanía y beneficio social, frente a la rentabilidad económica de dichos proyectos, garantizando la conectividad de las Unidades Especiales de Desarrollo Fronterizo. 

Parágrafo: Lo contenido en el presente artículo se aplicará para el desarrollo de infraestructura para la conectividad vial, fluvial y/o marítima, de las Unidades Especiales de Desarrollo Fronterizo. 

Artículo 19. La Aeronáutica Civil de Colombia, o quien haga sus veces, garantizará dentro de su presupuesto anual, recursos para la realización de estudios de factibilidad  y ejecución de obras de infraestructura aeroportuaria, para garantizar la conectividad aérea de las Unidades Especiales de Desarrollo Fronterizo, en el ámbito de sus competencias, primando criterios de ejercicio de soberanía y beneficio social, frente a la rentabilidad económica de dichos proyectos. 

Artículo 20. El Ministerio de Minas y Energía, a través del IPSE y demás entidades que considere competentes, establecerá condiciones especiales para el acceso  de las Unidades Especiales de Desarrollo Fronterizo, a los beneficios contemplados en los programas FAER y FAZNI, para la interconexión y desarrollo de soluciones alternas de generación y distribución de energía eléctrica. 

Artículo 21. El Gobierno Nacional, a través del Ministerio de Comunicaciones, garantizará el acceso de las Unidades Especiales de Desarrollo Fronterizo a las Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, TICs, para lo cual diseñará e implementará un Plan Integral Estratégico Fronterizo, que incluya componentes de radio, televisión, Internet y telefonía y los demás que llegaren a desarrollarse en este campo.
Artículo 22. El Departamento Nacional de Planeación, en coordinación con el Ministerio del Transporte, el Instituto Nacional de Vías y el Ministerio de Relaciones Exteriores deberán poner en consideración del CONPES, en un plazo no mayor a ocho (8) meses un documento de política sobre infraestructura para las fronteras, en el que se incluya la infraestructura vial, aeroportuaria y portuaria que requiere el país, en sus regiones fronterizas para efectos de soberanía. En la formulación de dicho documento primarán los criterios de ejercicio de soberanía, autonomía, no dependencia y complementación, en aquellos casos en que sea posible la implementación de proyectos de carácter binacional.

Artículo 23. El desarrollo fronterizo y la integración serán una prioridad en la gestión de recursos de cooperación internacional y para tal fin la Alta Consejería para la Acción Social y la Cooperación Internacional deberá diseñar e implementar una estrategia especial de identificación de fuentes y gestión de recursos con destino a la materialización de proyectos de desarrollo de alto impacto social en frontera o de proyectos de carácter binacional que fortalezcan la integración con los países vecinos y que sean priorizados en las Comisiones Binacionales de Vecindad e Integración.

TÍTULO I

Asuntos Étnicos Fronterizos

Artículo 24. El Ministerio del Interior y la Justicia, en coordinación con el Ministerio de Relaciones Exteriores, promoverán el establecimiento de mesas binacionales indígenas, que permitan consolidar acuerdos para la adecuada atención de los grupos étnicos que comparten territorio con países vecinos. De manera especial, promoverán la concertación de planes de vida binacionales entre grupos indígenas que tengan esta característica.
El Gobierno Nacional, dentro de los seis (6) meses siguientes a la sanción de la presente Ley, deberá reglamentar los mecanismos para el fomento de las actividades económicas tradicionales de subsistencia, de las comunidades étnicas asentadas en los departamentos de frontera, incluyendo el desarrollo de su producción artesanal, su seguridad alimentaria y demás actividades relacionadas con el uso tradicional de los recursos naturales y la biodiversidad,. El Gobierno Nacional promoverá acuerdos con los países vecinos respectivos, para la regulación de los recursos naturales y cuencas compartidas. 

Artículo 25. El Ministerio del Interior y Justicia, en conjunto con el Ministerio de Relaciones Exteriores, liderará la concertación con los países vecinos, para el establecimiento de esquemas que faciliten la libre movilidad y tránsito de los grupos étnicos asentados en los municipios limítrofes, y que dentro de sus usos y costumbres, presenten territorialidad compartida condichos países.

TÍTULO II

Asuntos Educativos y Culturales 

Artículo 26. El Ministerio de Educación Nacional establecerá en las UEDF, programas de educación ambiental dirigidos a articular los programas académicos con la problemática ambiental de las comunidades. 
El Ministerio de Relaciones Exteriores apoyará las gestiones  que se realicen con los países vecinos para que dichos programas cuenten con un componente binacional. 

Artículo 27. El Ministerio de Educación Nacional promoverá acuerdos o convenios entre las Instituciones de Educación Superior de los Municipios Limítrofes, y las universidades públicas y privadas del país, para la concesión de becas a los mejores estudiantes de estos municipios. 

Artículo 28. El Ministerio de Cultura, con el apoyo del Ministerio de Relaciones Exteriores, conjuntamente con los Departamentos de Frontera y Unidades Especiales de Desarrollo Fronterizo, y representantes de la sociedad civil, diseñará y concertará con cada país vecino, un Plan Cultural Estratégico de Integración Binacional, que incluya proyectos de casas de la cultura, bibliotecas binacionales y demás espacios públicos para la integración comunitaria.

Artículo 29. La Universidad Nacional de Colombia, en el marco de su autonomía, establecerá la ampliación de sus programas de formación a través de la modalidad presencial o semipresencial, a la mayor cantidad de Departamentos fronterizos que sea posible.

TÍTULO III

Asuntos de Salud 

Artículo 30. Adiciónase el Artículo 7 de la Ley 191/95, de la siguiente manera:     
En estricto cumplimiento de las competencias que le han sido asignadas y bajo la asesoría del Ministerio de la Protección Social, los Gobernadores de los departamentos fronterizos y los alcaldes  de las Unidades Especiales de Desarrollo Fronterizo, podrán adelantar directamente con la entidad territorial limítrofe del país vecino, de igual nivel, Programas de Integración y Cooperación en materia de Salud,  a fin de facilitar que las instituciones de prestación de servicios de salud pública puedan celebrar acuerdos con las instituciones de salud del país vecino que cumplan con los requisitos de ley del respectivo país para la compra y venta  reciproca de servicios de salud y para la adecuada atención de sus nacionales, en aquellos eventos en que las distancias geográficas y la capacidad resolutiva  de los servicios requeridos sea más favorable para los usuarios, de igual manera para establecer acciones conjuntas para la  promoción, prevención, vigilancia, control e investigación en riesgos y enfermedades  de interés en salud pública.  
PARAGRAFO 1: En los mismos términos, el Ministerio de la Protección Social promoverá y facilitará la elaboración de acuerdos entre las entidades de aseguramiento  creadas por la Ley 100 de 1993 y sus entidades homólogas en los países vecinos dirigidos a establecer esquemas para la adecuada atención de sus afiliados en aquellos  eventos en que las distancias geográficas y la capacidad resolutiva  de los servicios requeridos sea más favorable para sus afilados.
Artículo 31. El Ministerio de la Protección Social garantizará la implementación de programas de telemedicina en las Unidades Especiales de Desarrollo Fronterizo. 

Artículo 32. El Ministerio de Comunicaciones garantizará la conectividad de los centros de atención en salud de  dichas Unidades, para la efectiva implementación de los programas de telemedicina de los que trata el artículo anterior.

Artículo 33. El Gobierno Nacional priorizará la ampliación de coberturas de señal de los canales públicos de televisión a todos los departamentos fronterizos. Para el adecuado cumplimiento de esta labor, el Ministerio de Educación Nacional, en coordinación con las entidades del sector, deberán establecer un plan de expansión de coberturas que se deberá materializar dentro de los dos (2) años siguientes a la expedición de la presente Ley.

Artículo 34. El Ministerio de Comunicaciones priorizará en sus programas anuales de inversión la apertura de convocatorias necesarias para atender, con carácter especial, a las zonas fronterizas en los siguientes programas: Computadores para Educar, Compartel y Emisoras Comunitarias. Las respectivas convocatorias o los programas correspondientes deberán ser presentados en la vigencia inmediatamente siguiente a la expedición de la presente norma.

Artículo 35. La presente ley rige a partir de la fecha de su promulgación y deroga todas las normas que le sean contrarias.
JORGE BALLESTEROS BERNIER                        CARLOS EMIRO BARRIGA
Senador de la República                                        Senador de la República

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

Honorables Senadores y Representantes a la Cámara:

De manera respetuosa nos permitimos presentar a consideración del Honorable Congreso de la República y del País, el Proyecto de Ley, “POR MEDIO DE LA CUAL SE ESTABLECE UN RÉGIMEN ESPECIAL PARA LAS FRONTERAS NACIONALES DE COLOMBIA, EN APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 337 DE LA CONSTITUCIÓN POLITICA”.
En nuestra calidad de Senadores de la República, oriundos de Departamentos fronterizos (La Guajira y Norte de Santander), conocemos las condiciones de marginamiento, atraso y rezago que reportan los departamentos y municipios ubicados en las fronteras patrias y que se evidencia claramente al comparar cualquier indicador de carácter social entre los departamentos de frontera y los promedios nacionales, donde tanto en cobertura, como en calidad en la prestación de servicios públicos, en inversión dedicada a infraestructura, en cobertura de acueducto, alcantarillado, vivienda de interés social, entre muchos otros sectores, es claramente discriminatoria.

En un país centralista como lo ha sido históricamente Colombia, las regiones de frontera han debido vivir de las migajas que caen de la mesa en que el centro opulento reparte el presupuesto nacional y que ha sumido a las fronteras en el absoluto marginamiento. De manera hábil, las instancias de planeación de la Nación se han inventado fórmulas amañadas que restringen la inversión en los departamentos periféricos basados en criterios poco técnicos y con débil sustentación como el volumen de población por territorio, que impiden el acceso a recursos del presupuesto nacional.

En atención a estas evidentes debilidades, hemos creído necesario avanzar en la presentación de un Proyecto de Ley, que muy seguramente no incluirá temas que pueden ser relevantes para el desarrollo regional, precisamente porque son de iniciativa del Gobierno Nacional y por ello en el proceso de trámite de esta norma se deberá buscar el mejor ánimo y apertura del Ejecutivo para lograr como resultado una norma lo suficientemente generosa para las fronteras.   

DIAGNOSTICO:

Las fronteras de Colombia son regiones de importancia estratégica para la salvaguardia de la soberanía e integridad territorial del país, sin embargo no han sido consideras como tales, y por el contrario se evidencian menores niveles de desarrollo comparativamente con el resto del territorio nacional. 

Son zonas deprimidas social y económicamente, constituyendo focos potenciales de conflicto, dadas las precarias condiciones de vida de sus habitantes, la presencia de grupos al margen de la ley, el desarrollo de actividades ilícitas, y su condición de aislamiento generalizado. 
No obstante, representan también la puerta de entrada al país, ostentando una enorme importancia en términos de competitividad nacional, frente a los mercados de los países vecinos, razón por la cual, en el contexto actual de globalización y creciente interconexión, la atención gubernamental debe dirigirse hacia estas regiones. 

El tema fronterizo ha sido objeto de diversas normas, entre ellas, la Constitución Política de 1991; sin embargo, los indicadores sociales y económicos muestran que la aplicación de tales instrumentos no ha sido suficiente o eficaz, ni ha conducido al crecimiento de estas regiones. 

En efecto, la ineficacia de la actual ley de fronteras (Ley 191 de 1995), ha sido ampliamente debatida, al punto que es posible afirmar que hay un consenso sobre la necesidad de promover una reforma sustancial, que incluya un tratamiento integral del tema fronterizo desde la óptica del desarrollo y de la soberanía social, más que de la seguridad y del concepto rígido de soberanía estatal. Igualmente, que tenga en cuenta la heterogeneidad existente entre las mismas zonas fronterizas y entre éstas y el resto del territorio nacional. 

Los departamentos de frontera albergan cerca del 13,3% de los colombianos (a un 70% de las diferentes etnias), su población rural representa el 22% de la del país y son las regiones con mayores índices de necesidades básicas insatisfechas (cerca de la mitad de la población, en promedio), en donde parecen no tener efecto las políticas del gobierno. 
Mientras que para el 2005 tan solo un 27% de la población nacional presentaba NBI, en los departamentos fronterizos, el rango esta entre 30% (Norte de Santander) y 79% (Chocó). A nivel  rural, el departamento de la Guajira, presenta el mayor NBI con 91,9%
.  

Frente al acceso a servicios básicos domiciliarios (acueducto y alcantarillado), las entidades territoriales fronterizas son las que presentan menores tasas de cobertura; en 2003, más de la mitad de la población del Chocó y del Vaupés no contaba con acueducto en las cabeceras municipales; en cuanto a alcantarillado un caso dramático es el del Vichada con una cobertura de tan solo el 2.47% en dicho servicio (MAVDT). 

Así mismo, la situación de salud en estas zonas es crítica, pues un gran margen de la población no tiene acceso a éste servicio o es prestado por las autoridades de los países vecinos.

Lo anterior se refleja de manera evidente en las cifras de mortalidad infantil y materna; de acuerdo con el Ministerio de la Protección Social, para el 2005 la tasa de mortalidad infantil en los departamentos fronterizos (sin incluir Boyacá) fue de 21,6 (por 1000 nacidos vivos), superior en 6 puntos a la tasa nacional; en mortalidad materna las cifras son más elocuentes: mientras que en el país por cada 100.000 nacidos vivos mueren 73 mujeres, en las fronteras mueren en promedio 139, es decir 66 más. La situación más apremiante se da en Guainía y Chocó, con tasas de 386 y 250 respectivamente, siendo menos crítica en Cesar y Arauca con tasas de 39,2 y 59, inferiores a la nacional
. 

En educación, según cifras del DANE (2005), 846.204 habitantes de frontera no sabían leer ni escribir, es decir el 18.5% de la población fronteriza (en promedio), lo cual supera el nivel nacional (11,6%) en 7 puntos porcentuales. Los departamentos con mayor cantidad de iletrados son La Guajira (en donde más de la mitad de la población rural es analfabeta (61,4%)), Chocó y Vichada
. 

Las cifras de cobertura en educación básica (2007) muestran el rezago de estas regiones frente al resto del territorio nacional. Mientras que el déficit nacional de cobertura es del 14%, en las fronteras es en promedio del 21%. Porcentualmente, la situación más grave se presenta en Amazonas, Vaupés, Guainía y Vichada; en términos absolutos Nariño es el departamento con un mayor número de niños, niñas y adolescentes por fuera del sector educativo (cerca de 100.000)
. 
El Índice de Desarrollo Humano – IDH, desarrollado por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo, entendido como las opciones que tienen los habitantes de un país para mejorar su vida
, muestra la situación precaria en términos sociales y económicos que se evidencia en las zonas de frontera. Mientras que el índice nacional es del 0.76%, en promedio, en los departamentos fronterizos es 0.4% menor, (0.72%)
.  

Con respecto al desarrollo económico, el aporte de los departamentos de frontera al PIB nacional (2006) apenas alcanza $31.2 billones de pesos, es decir 8.2% del PIB nacional ($377.9 billones), teniendo en cuenta que éstos son una tercera parte de los departamentos del país. Los departamentos que más contribuyeron al PIB nacional fueron Cesar (1.86%), Nariño (1.78%), Norte de Santander (1.56%) y La Guajira (1.2%); de los doce departamentos fronterizos (sin Boyacá), estos cuatro representan el 78% del PIB de fronteras
. 

El deficiente desarrollo industrial en estas regiones, se hace evidente al analizar la evolución del Índice de Densidad Industrial (# de establecimientos industriales por Km2)
 en los departamentos de frontera. Las inmensas carencias en infraestructura hacen parte de las causas estructurales del atraso de las regiones fronterizas en conjunto. 

Es necesaria la articulación de esfuerzos desde el sector público y privado, que permitan a las fronteras superar  la dependencia frente a los sectores primarios de la economía y desarrollar actividades con mayor valor agregado, que contribuyan a superar la inmensa brecha socioeconómica existente entre las fronteras y el resto del territorio nacional. 

SOPORTE LEGAL:

1. ANTECEDENTES NORMATIVOS

La década de los ochenta fue especialmente traumática para las zonas fronterizas y en particular para los principales núcleos urbanos de estas (Cúcuta, Ipiales, Maicao), caracterizados por un importante movimiento comercial que se fortalecía a partir del incremento en el poder adquisitivo en los países vecinos, con el boom petrolero presentado durante los setenta en Venezuela y Ecuador, que posteriormente se transformaría en crisis, sobre todo con la depresión económica venezolana a partir de 1983, seguida luego por Ecuador.

La situación vivida en las fronteras durante la primera mitad de la década de los ochenta y que, bajo el esquema de economía “pendular” en que viven estas zonas, se replica cíclicamente a favor de uno u otro lado de la frontera según las condiciones internas de las economías nacionales. 

Tratando de dar respuestas y alternativas al marginamiento y difícil situación por la que atravesaban las zonas fronterizas, se decide realizar, en la década de los 80s, una labor de gobierno que comienza con la expedición de propuestas normativas.

En palabras del entonces Presidente de la República, Belisario Betancur: “Colombia comienza en las fronteras. Por consiguiente, como allí comienza la Patria, es allí donde vamos a poner más el acento, en donde con más tenacidad vamos a trabajar, porque es donde más nos necesitan, donde más se requiere la presencia afirmativa, constructiva y creadora del Estado”
.  

Es así como, en Colombia el primer ejercicio que apuntó hacia la implementación de una legislación especial dirigida a las zonas de frontera se dio con la Ley 10 de 1.983,  “Por la cual se prevé al Gobierno de instrumentos para el manejo de la política de fronteras”, en el Gobierno Betancur.  

Esta  norma otorga facultades extraordinarias al Primer Mandatario para: 

1. “Definir para efectos territoriales, administrativos y de planificación y desarrollo económico y social, lo que  debe entenderse por zonas fronterizas.”

2. “Crear en la zonas fronterizas que considere necesario, Corporaciones Autónomas de Desarrollo Regional, fijar sus respectivas jurisdicciones territoriales y funciones; proveerlas de ingresos ordinarios permanentes a través del establecimiento gradual o progresivo de sobre tasas hasta del 2 por mil al impuesto predial aplicable a los bienes inmuebles ubicados dentro de sus propias jurisdicciones...”

3. “Dictar el régimen especial de estímulos e incentivos del orden fiscal, tributario, de fomento crediticio, así como de comercialización y producción que contribuya al desarrollo y progreso de las zonas fronterizas del país”.

4. “Ampliar la amnistía patrimonial...  para inversiones en las zonas de frontera.”

5. “...Crear una Secretaría adscrita a la Presidencia, la cual se encargará de establecer el marco rector de la política social, económica, agropecuaria e industrial en zonas de frontera internacional, de coordinar la ejecución de  los programas de desarrollo que adelante el Gobierno... y de promover convenios con los países limítrofes...”

6. Adicionalmente a los anteriores crea una “Comisión Asesora del Gobierno”, para el tema.

La ley 10 del 83 se complementó con la expedición del Decreto 3448 del mismo año, conocido como el “Estatuto de Fronteras”  el cual que desarrolla las facultades presidenciales en los temas anteriormente mencionados.  Adicionalmente este Decreto ordena la realización prioritaria de financiación de estudios y planes de desarrollo y preinversión;  adscribe una cifra no inferior al 10% del presupuesto básico de inversión en cada vigencia de todos lo Ministerios; fija prioridad en el crédito y financiamiento externo e interno para la dotación de servicios públicos en fronteras;  crea condiciones especiales para el crédito de fomento en actividades  económicas de las regiones fronterizas;  fomenta la investigación minera, el turismo;  apoya el sector agropecuario, ordena capacitación y crédito para microempresarios  y crea estímulos arancelarios para la industria nacional y extranjera.

En el mismo año, 1.983,  se aprueba por parte del CONPES lo que se llamaría el “Plan General de Desarrollo Fronterizo”  ó “Plan Fronteras”, que englobaba el querer de dicho gobierno frente a la generación de estímulos e incentivos que promovieran el desarrollo socio económico de estas zonas.  Este es un documento rico en análisis sobre la realidad  y sobre lo que podría ser el ideal de acciones por parte del gobierno. Complementariamente, se expiden diversos decretos y resoluciones en diferentes sectores desarrollando tanto la ley, el Estatuto fronterizo y el Plan Fronteras.

Esta norma se constituye en un valioso antecedente frente a la necesidad de buscar condiciones de desarrollo equitativos para todas las regiones del país y de reconocer las características particulares que tiene cada una de las mismas.  Entre los mejores resultados que arrojó la Ley 10 de 1.983 fue la conformación de las Corporaciones Autónomas de Desarrollo Regional, con funciones puntuales en razón de su condición fronteriza y de la necesidad de integración con los países vecinos, al igual que el marcado interés académico y gubernamental en estudiar las especificidades de las fronteras, tanto en su relación con el resto del país como con cada una de las naciones vecinas.

2. ANTECEDENTES CONSTITUCIONALES

A partir del interés de un grupo de Norte Santandereanos, encabezados por el entonces Gobernador Antonio José Lizarazo
, se presentan ante la Asamblea Nacional Constituyente de 1.991, dos propuestas que posteriormente se convertirían en los artículos 289 y 337.  

Estos dos artículos se constituyen en el principal requerimiento que desde la Carta Magna se hace para comenzar a definir estrategias que reconozcan la heterogeneidad de estas regiones y a su vez que mire con criterio de “especialidad” las acciones que el Estado deba emprender en estos territorios.

“Artículo 337. La ley podrá establecer para las zonas de frontera, terrestres y marítimas, normas especiales en materias económicas y sociales tendientes a promover su desarrollo”.  (Constitución Política).

Como se aprecia, el Constituyente reconoce de manera contundente que las zonas fronterizas son espacios a los que hay que dar particular atención mediante la adopción de leyes que  generen  condiciones especiales para promoverlas. Este artículo además consagra de manera evidente el estado de marginamiento y falta de inversión en estas regiones, que hace necesaria la aplicación de “normas especiales” que cambien esta condición.
    

Por otra parte, el artículo 289 de la Constitución establece:

“Artículo 289. Por mandato de la ley, los departamentos y municipios ubicados en zonas fronterizas podrán adelantar directamente con la entidad territorial limítrofe del país vecino, de igual nivel, programas de cooperación e integración dirigidos a fomentar el desarrollo comunitario, la prestación de servicios públicos y la preservación del ambiente”. 

El anterior artículo constitucional enmarca el espíritu de descentralización en el manejo de los temas fronterizos, permitiendo que los entes territoriales tomen parte activa en el impulso de mecanismos de cooperación que generen integración y desarrollo binacional. Este es un componente básico de la política fronteriza, consistente en la coordinación de acciones entre el nivel central y el nivel local, para que este último sea un actor activo en el proceso y para que tenga responsabilidades y acciones propositivas.

Desde el punto de vista constitucional, lo primero que se debe tener en cuenta es que la Ley 191 de 1.995 no agota las posibilidades reguladoras del tema fronterizo expresadas en los artículos 289 y 337 de la Constitución y que, por el contrario, apenas es la primera disposición orientada hacia el fomento de las zonas fronterizas.   Por el contrario, la interpretación que ha hecho la Corte Constitucional sobre el alcance del artículo 337 de la Carta Magna, cuando hace mención a que la ley podrá establecer  “normas especiales” para las zonas fronterizas “…debe entenderse como la promulgación de una regulación que promueva mecanismos para el desarrollo armonizado de estas zonas, diseñando para el efecto un esquema distinto al que se aplica al resto del país, y que responda a sus peculiares circunstancias sociales y económicas”

3. ANTECEDENTES EN EL CONGRESO

Para hacer un análisis ponderado de lo que la Ley 191 de 1.995 representó para las zonas limítrofes es necesario mirar cuál fue la esencia de su surgimiento, por ello hay que comenzar por conocer que la llamada Ley de Fronteras es el resultado de tres proyectos presentados a consideración del Congreso. 

El primero de ellos, Proyecto de Ley 10 de 1.994 de autoría de los Senadores Luís Eladio Pérez (Nariño) y Carlos Celis Gutiérrez (Norte de Santander), era de carácter general e incluía la delimitación geográfica de lo que debía entenderse por zona de frontera, proponía ventajas arancelarias, tributarias y crediticias, algunas de ellas abiertamente inconstitucionales y presentaba incluso un capítulo dedicado a los  “Derechos de los habitantes del País Vecino en la zona de Frontera”
.  

Ya en este proyecto inicial se observaba como el énfasis del régimen económico aplicable se fundamentaba en la exención en los impuestos de renta, remesas y aranceles, tendientes a promover la atracción de capital de inversión y la expedición de bonos de desarrollo fronterizo y marcaba una tendencia que sería recurrente en todo el proceso. Incluía la conformación de la Consejería Presidencial de Fronteras e incluía de manera la aplicación de esa ley en el archipiélago de San Andrés, Providencia y Santa Catalina en lo que no fuera en contra del régimen especial que por Constitución se aplica, hecho que durante el debate se cambiaría para solicitar la no aplicación de la ley por regla general, a excepción de asesoría y apoyo a instituciones de  educación superior.      

El Gobierno Nacional del entonces Presidente Ernesto Samper Pizano, aún desde la época electoral, se había comprometido abiertamente con las regiones fronterizas, particularmente en Cúcuta e Ipiales frente a la necesidad de generar propuestas de desarrollo regional. Sin embargo, el proyecto presentado por los Senadores Pérez y Celis no fue avalado por el Gobierno, como lo habían presentado y como contra propuesta surge el Proyecto de Ley 157 de  1.994, firmado por los entonces Ministros Guillermo Perry Rubio  de Hacienda y Rodrigo Pardo García-Peña de Relaciones Exteriores.

El proyecto de ley del Gobierno, al igual que el primero, tenía como principales propuestas diversos estímulos arancelarios y tributarios dirigidos a los entonces llamados “Distritos Fronterizos Especiales”, que luego se transformarían en “Unidades Especiales de Desarrollo Fronterizo”, entre los que se destacan: exención por cuatro años a la importación de bienes de capital para la instalación de nuevas empresas en diferentes áreas; exención del impuesto de remesas durante cinco años para las empresas productoras de bienes; la devolución del IVA para adquisiciones realizada por visitantes extranjeros en la frontera; créditos dirigidos a pequeñas, medianas empresas y micro empresas; expedición de bonos fronterizos en beneficio de los entes territoriales.

Aquí es necesario hacer el enlace con dos antecedentes que marcaron el rumbo del trámite del proyecto de ley de fronteras en el Congreso, sobre todo en el interés en generar desarrollo regional a partir de exenciones arancelarias y tributarias, como el supuesto modelo a seguir. Sin duda los precedentes determinados por el Decreto 1264 del 21 de junio de 1.994,  “Por el cual se establecen exenciones tributarias para la zona afectada por la calamidad pública en los Departamentos del Huila y Cauca” y  la Ley 218 del  17 de noviembre de 1.995, ó Ley Páez, que modifica el anterior Decreto expedido a partir del estado de emergencia, generaron tantas expectativas a partir del surgimiento de  inversiones nuevas en esos territorios sobre todo por efecto de relocalización empresarial,  donde lo que llegó fue la razón social de las empresas y la construcción de grandes bodegas en búsqueda de los beneficios ofrecidos, pero sin tenerse efectiva transformación industrial en esa región. 

Es indudable que el síndrome de la Ley Páez, donde se partió de otorgar beneficios a cambio de reubicación empresarial fue seguido en el caso de la Ley de Fronteras, sólo que sin los mismos efectos, ni en atracción de capitales, ni en generación de empresas, como se verá más adelante.   

Por ello, es necesario explorar nuevas expresiones normativas, que se espera gocen con la sensibilidad y apoyo del Ejecutivo, a efectos que se pueda incluir temas que por determinación Constitucional son competencia exclusiva del Gobierno Nacional y que deberán enriquecerse desde los diferentes Ministerios, en el entendido que el mejoramiento de las condiciones de atraso y marginamiento de las regiones de frontera es un interés supremo del Estado, donde todos debemos aportar.

JORGE BALLESTEROS BERNIER                        CARLOS EMIRO BARRIGA
Senador de la República                                        Senador de la República
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